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1. 
Normas acusadas

LEY 1450 DE 2011

(Junio 16)

Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2012

ARTÍCULO 86. DETECCIÓN DE INFRACCIONES DE TRÁNSITO POR MEDIOS TECNOLÓGICOS. En los eventos en que se empleen medios técnicos o tecnológicos para la detección de infracciones de tránsito o transporte, las autoridades competentes deberán vincular al trámite contravencional o procedimiento administrativo sancionatorio, al propietario del vehículo, de acuerdo con lo establecido en el Código Nacional de Tránsito.

Si se tratare de un vehículo particular, serán solidariamente responsables frente al pago de las multas, el propietario y el conductor del vehículo. No obstante lo anterior, tratándose de vehículos dados en leasing, en arrendamiento sin opción de compra y/o en operaciones de renting, serán solidariamente responsables de la infracción el conductor y el locatario o arrendatario.

ARTÍCULO 96. SANCIONES Y PROCEDIMIENTOS. El literal d) del artículo 46 de la Ley 336 de 1996 quedará así: 

“d) en los casos de incremento o disminución de las tarifas de prestación de servicios no autorizada, o cuando se compruebe que el equipo excede los límites permitidos sobre dimensiones, peso y carga”.

ARTÍCULO 198. DESCONGESTIÓN POR RAZÓN DE LA CUANTÍA EN LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Con el propósito de evitar la congestión de los Tribunales Administrativos y del Consejo de Estado, en los procesos que cursen o deban cursar ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y en relación con los cuales a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley no se hubiere notificado en debida forma el correspondiente auto admisorio de la demanda o cuando este no se hubiere expedido y cuyas demandas se presenten hasta antes del 2 de julio de 2012, la competencia por razón de la cuantía se determinará con sujeción a las reglas consagradas en el artículo 157 de la Ley 1437 de 2011.

En los casos a que hace referencia el último inciso del artículo 157 de la Ley 1437 de 2011, la cuantía se determinará por el valor del cálculo actuarial.

ARTÍCULO 239. ARANCEL JUDICIAL. Adiciónese un tercer inciso al artículo 4o de la Ley 1394 de 2010:

“Tampoco podrá cobrarse el arancel de que trata la presente ley al Colector de Activos Públicos – CISA, cuando este intervenga como titular en procesos judiciales”.

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 86 de la Ley 1450 de 2011, por el cargo de violación del principio de unidad de materia. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 96 de la Ley 1450 de 2011, por el cargo de violación del principio de unidad de materia.

Tercero.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 198 de la Ley 1450 de 2011, por el cargo de violación del principio de unidad de materia. 

Cuarto.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 239 de la Ley 1450 de 2011, por el cargo de violación del principio de unidad de materia. 

3.
Fundamentos de la decisión 

La Corte Constitucional encontró que las medidas establecidas en los artículos 86 y 96 de la Ley 1450 de 2011, referidas a (i) la detección de infracciones de tránsito por medios tecnológicos y (ii) sanciones y procedimientos de tránsito, en cuanto a la imposición de multas que oscilan entre 1 y 2000 salarios mínimos mensuales, según las implicaciones de la infracción, tienen relación de conexidad directa e inmediata con los objetivos y metas generales de la Ley del Plan Nacional de Desarrollo. En efecto, estas normas constituyen mecanismos y estrategias instrumentales de tipo jurídico relacionadas con la regulación de la infraestructura de transporte y el servicio de transporte, que constituye un eje fundamental para el desarrollo del crecimiento sostenible y de la competitividad, lo cual, a su vez, obra en armonía con los objetivos más generales del Plan Nacional Desarrollo referidos a (a) dar un gran salto de progreso social, (b) lograr un dinamismo económico regional que permita desarrollo sostenible y crecimiento sostenido, más empleo formal y menos pobreza y (c) alcanzar una mayor prosperidad para toda la población, objetivos generales contenidos en el artículo 1º del Plan. Igualmente, los artículos 86 y 96 guardan relación con el documentos “Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 Prosperidad para Todos”, elaborado por el Gobierno Nacional con la participación del Consejo Superior de la Judicatura y del Consejo Nacional de Planeación, el cual se incorporó al artículo 2º del Plan, y con los dos ejes transversales del plan contenido en el artículo 3º de la Ley 1450 de 2011, ya que los temas de transporte y el uso de tecnologías en materia de tránsito, guardan conexidad temática por lo menos con el eje de Innovación en las actividades productivas nuevas y existentes, en los procesos sociales de colaboración entre el sector público y el sector privado y en el diseño y el desarrollo institucional del Estado. Por último, a juicio de la Corte, estas normas se relacionan también con los pilares del Camino a la Prosperidad Democrática, a la Prosperidad para Todos, especialmente con el pilar encaminado a lograr una estrategia de crecimiento sostenido basado en una economía más competitiva, más productiva y más innovadora y con sectores dinámicos que impulsen el crecimiento. Resaltó que en el Título III de los Mecanismos de Ejecución del Plan, Capítulo II, sobre el Crecimiento Sostenible y Competitividad, de la Ley 1450 de 2011, como parte de las “locomotoras de crecimiento”, se definieron cinco objetivos, dentro de los cuales se encuentra, como uno de los principales, la infraestructura, transporte y seguridad vial. De esta manera, los medios tecnológicos permiten prevenir y disminuir la accidentalidad en el país y el control de las infracciones a través de multas y sanciones. 

Para la Corte, las medidas contenidas en los artículos 86 y 96 de la Ley 1450 de 2011 se inscriben, necesariamente, dentro de la gran estrategia de tránsito y transporte, así como de la seguridad vial para el desarrollo de una infraestructura de transporte y de control a la seguridad vial en condiciones de seguridad, competitividad y desarrollo sostenible, de manera tal que estas disposiciones se conectan directamente con la ejecución de los objetivos y metas generales propuestos en la misma Ley del Plan. Por consiguiente, el cargo por violación del principio de unidad de materia consagrado en los artículos 158 y 169 de la Constitución Política, no estaba llamado a prosperar y en consecuencia, los artículos 86 y 96 de la Ley 1450 de 2011 fueron declarados exequibles, frente a este cargo. 

En cuanto al artículo 198 de la Ley 1450 de 2011, que modifica la competencia en razón de la cuantía, aplicando desde ya las reglas del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que entrará a regir en julio de 2012, para evitar la congestión en los Tribunales Administrativos y el Consejo de Estado, la Corte consideró que respeta el principio de unidad de materia, por tratarse de una disposición instrumental de orden jurídico que coadyuva la política general sobre descongestión del sistema judicial, tema que fue consagrado como objetivo y meta general en el Plan Nacional de Desarrollo, que se busca lograr a través de medidas y estrategias que incluyen la modificación en los procedimientos, inclusión de mejores modelos de gestión, uso de avances tecnológicos y una mayor capacidad del aparato judicial, entre otros. A juicio de la Corporación, este artículo promueve el logro del objetivo relativo a la organización y eficacia de la gestión judicial, con el fin de proteger los derechos de los ciudadanos, alcanzar la paz y lograr un mejor desarrollo social, al tiempo que se promueve el crecimiento económico. A la vez, tiene relación con otra serie de objetivos generales relacionados con el crecimiento, progreso económico y social que pretende lograr el Gobierno con el Plan Nacional de Desarrollo. Contrario a lo que argumenta el actor, esta disposición legal guarda la debida unidad normativa o temática con la parte general del Plan Nacional de Desarrollo, con sus objetivos y metas generales, por constituir un instrumento razonable para realizar el propósito de descongestionar la justicia y, con ello, hacer efectivo el acceso a la administración de justicia y lograr una justicia pronta, efectiva y oportuna, máxime cuando se trata de asuntos que corresponde resolver a las instancias superiores de la jurisdicción contencioso administrativa, en las que se presenta un alto grado de congestión judicial. De igual modo, la Corte resaltó que el artículo 198 hace parte de una serie de medidas instrumentales jurídicas, como parte de la consecución del objetivo general de Consolidación para la Paz.
Por lo anterior, la Corte concluyó que el artículo 198 de la Ley 1450 de 2011, respeta los criterios de flexibilidad y coherencia que informan el principio de unidad de materia y que por tanto, no vulnera este principio constitucional. 

Finalmente, en relación con el artículo 239 de la Ley 1450 de 2011, que establece una nueva excepción al cobro del arancel judicial, para el Colector de Activos Públicos, CISA, cuando intervenga en procesos judiciales, la Corte determinó que se ajusta al principio de unidad de materia, por cuanto la medida instrumental que prevé guarda relación directa con los propósitos generales consagrados en la Ley del Plan, al permitir que la actividad relativa al manejo y administración de activos, créditos y bienes del Estado fluya de manera eficiente y genere la mayor cantidad de ahorro e ingreso posible. Con ello, se pretende desarrollar la política contenida en las bases del Plan, referida a la centralización de la toma de decisiones sobre los activos públicos, concentrando en una sola entidad que se fortalece con esta medida, que contribuye a una gestión de activos fluida y con los mejores resultados posibles, de conformidad con los propios objetivos y metas generales consagrados en las bases del Plan. En criterio de la Corte, esta norma respeta la unidad de materia, ya que corresponde a la parte instrumental, consignar disposiciones que permitan que esta actividad de centralización y manejo de activos fluya de manera eficiente y genere la mayor cantidad de ingreso posible, lo cual se logra, entre otras medidas que prevé el PND, con la remoción de gravámenes a su cargo. Además, guarda una relación directa con el objetivo de lograr un Buen Gobierno  -acápite 6.1. del Plan- a través de la promoción y fortalecimiento de CISA mediante la exención de gravámenes, lo cual hace parte de la reorganización y correctivos institucionales que adopta el Plan en relación con la entidad encargada de la administración de bienes, activos y créditos del Estado. 

En consecuencia, la Corte determinó que el artículo 239 de la Ley 1450 de 2011 respeta la unidad de materia, por ende, fue declarado exequible por este cargo.

4.
Salvamento parcial de voto

El magistrado Humberto Antonio Sierra Porto, se apartó de la decisión de exequibilidad respecto de los artículos 86 y 96 de la Ley 1450 de 2011, normas que, a su juicio, no tienen relación de conexidad directa con los objetivos generales de la Ley del Plan de Desarrollo, sino que deberían ser expedidas mediante una ley ordinaria. Acorde con lo que ha señalado la jurisprudencia constitucional, insistente e invariablemente la ley que aprueba el Plan Nacional de Desarrollo no puede crear ni modificar toda clase de normas, pues los mecanismos para la ejecución de plan deben (i) estar referidos a uno de los objetivos o programas de la parte general, (ii) tener un claro fin planificador, (iii) respetar el contenido constitucional propio de la ley y (iv) tener una conexidad directa e inmediata, no eventual o mediata, con los objetivos o programas de la parte general. Si bien es cierto que la Ley del Plan puede contener normas instrumentales, éstas no pueden referirse a todo tipo de tópicos hasta el punto que termine por vaciar la competencia del legislador. 

En su concepto, la Corte siempre debe aplicar un criterio rígido en el examen del respeto al principio de la unidad de materia en la ley que aprueba el Plan Nacional de Desarrollo, pues en el proceso de aprobación de la Ley del Plan, las posibilidades de participación del órgano democrático por excelencia, el legislativo, se encuentran considerablemente reducidas, por cuanto, la iniciativa legislativa corresponde de manera privativa al Gobierno, el Congreso tiene un término perentorio para aprobar el Plan y de no hacerlo en el plazo de que dispone se impone el Plan de Inversiones mediante decreto con fuerza de ley. 

